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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 14 de abril de 2021. 

Comparece Vicente Pérez Acevedo (señor Pérez Acevedo o 

Apelante) mediante recurso de apelación en el que solicita nuestra 

intervención para que revoquemos la Sentencia dictada el 14 de 

diciembre de 2020, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Aguadilla (TPI)1. Mediante el referido dictamen, el foro 

apelado declaró No Ha Lugar a la Solicitud de Sentencia Sumaria 

Parcial que presentó la Corporación Marcaribe Investment 

(Marcaribe) y decretó Ha Lugar la moción de sentencia sumaria que 

presentó el Estado Libre Asociado de Puerto Rico. Por consiguiente, 

decidió declarar No Ha Lugar y sin perjuicio la demanda que presentó 

Marcaribe y Pérez Acevedo por falta de madurez.  

 
1 La Sentencia fue notificada y archivada en autos el 23 de diciembre de 2020. 
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Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

ordenamos el archivo administrativo sin perjuicio del recurso de 

epígrafe. 

I. 

A. 

Como es sabido, los tribunales estamos llamados a ser celosos 

guardianes de nuestra jurisdicción2. Por ello, antes de entrar en los 

méritos de una controversia, es necesario que nos aseguremos que 

poseemos jurisdicción para actuar, ya que los asuntos 

jurisdiccionales son materia privilegiada y deben ser resueltos en 

primer lugar3.  

El Tribunal Supremo define el concepto de “jurisdicción” como 

“el poder o autoridad de un tribunal para considerar y decidir casos o 

controversias”4. Las cuestiones jurisdiccionales son privilegiadas, por 

lo que deben ser resueltas con preferencia5. Si el tribunal carece de 

jurisdicción, el único curso de acción posible es así declararlo, sin 

necesidad de discutir los méritos del recurso en cuestión6. De no 

hacerlo, la determinación sería nula, por lo que carecería de eficacia7. 

B. 

El 30 de junio de 2016, entró en vigor la Oversight, 

Management, and Economic Stability Act, conocida como PROMESA, 

por sus siglas en inglés8, promulgada por el Congreso de los Estados 

Unidos al amparo del Artículo IV, Sección 3, de la Constitución de los 

Estados Unidos9. El 3 de mayo de 2017, la Junta de Supervisión y 

 
2 Lozada Sánchez et al. v. JCA, 184 DPR 898, 994 (2012); Constructora Estelar v. 
Aut. Edif. Púb., 183 DPR 1, 22 (2011); S.L.G. Szendrey Ramos v. F. Castillo, 169 

DPR 873, 882 (2007). 
3 Cruz Parrilla v. Dpto. Vivienda, 184 DPR 393, 403 (2012); García v. Hormigonera 
Mayagüezana, 172 DPR 1, 7 (2007). 
4 SLG Solá-Moreno v. Bengoa Becerra, 182 DPR 675, 682 (2011); Gearheart v. 
Haskell, 87 DPR 57, 61 (1963). 
5 González v. Mayagüez Resort & Casino, 176 DPR 848, 856 (2009). 
6 Íd. 
7 Morán v. Martí, 165 DPR 356, 364 (2005). 
8 48 USC secs. 2101 et seq. 
9 Const. EE.UU., LPRA, Tomo I. El Artículo IV, Sección 3, de la Constitución de los 

Estados Unidos provee que:  
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Administración Financiera para Puerto Rico, a nombre del Gobierno 

de Puerto Rico, presentó una petición de quiebra10 ante el Tribunal 

de Distrito de los Estados Unidos para el Distrito de Puerto Rico, al 

amparo del Título III de la Ley PROMESA11. 

En particular, el Título III de la Ley PROMESA permite que 

ciertas entidades (covered entities) del Gobierno de Puerto Rico y 

representadas por la Junta de Supervisión y Administración 

Financiera presenten una Petición de Quiebra. En particular, la 

Sección 301(a) de PROMESA incorporó al aludido estatuto las 

disposiciones relacionadas a las paralizaciones automáticas 

(automatic stays), según codificadas en las Secciones 362(a) y 922(a) 

del Título 11 del Código de Quiebras de los Estados Unidos12. De 

modo que, la presentación de la petición de quiebra tiene el efecto 

inmediato y directo de paralizar toda acción civil que cualquier 

persona natural o jurídica haya iniciado, intente continuar o de la 

cual solicite el pago de una sentencia contra el Gobierno de Puerto 

Rico y sus instrumentalidades, mientras los procedimientos de 

quiebra se encuentren pendientes ante el foro federal13.  

Cónsono con lo anterior, una vez la Junta de Supervisión y 

Administración Financiera presenta una Petición de Quiebra a favor 

de alguna de las entidades cubiertas por PROMESA, entra en efecto, 

de manera automática, la paralización del Código de Quiebras, que 

impide, entre otras cosas, el comienzo o la continuación de cualquier 

proceso judicial, administrativo o de otra índole que fue o pudo haber 

sido interpuesto en contra de la entidad gubernamental, o para 

ejercitar cualquier acción, cuyo derecho nació antes de que se 

 
El Congreso tendrá facultad para disponer y formular todos los 

reglamentos y reglas necesarios con respecto al Territorio y otros 

bienes que pertenezcan a los Estados Unidos, y ninguna parte de 

esta Constitución será interpretada de manera que cause perjuicio a 

los derechos reclamados por los Estados Unidos o por cualquier 

Estado individual. 
10 Véase, In re: Commonwealth of Puerto Rico, caso núm. 17-BK-03283 (LTS). 
11 48 USC sec. 2101 et seq. 
12 11 USC secs. 362(a) y 922(a). 
13 11 USC secs. 362(a), 922(a); 48 USC sec. 2161(a). 
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iniciara la quiebra14. Es preciso puntualizar que la paralización 

automática no requiere una notificación para que surta sus efectos. 

Éstos se manifiestan desde que se presenta la petición de quiebra 

hasta que recae la sentencia final15.   

Recientemente, el Tribunal Supremo de Puerto Rico expresó 

que el objetivo principal de la paralización es liberar al deudor de 

presiones financieras mientras se dilucida el procedimiento de 

quiebra16. Como norma general, la paralización mantiene toda su 

fuerza o vigor hasta que el caso generado por la petición de quiebra 

se deniegue o desestime o hasta que se releve (discharge) total o 

parcialmente al deudor quebrado de sus obligaciones17.  

Después de la presentación de los casos de Petición de 

Quiebra, en situaciones como las que nos ocupan y en virtud de lo 

dispuesto en la Sección 301(a) de PROMESA, se activa la paralización 

automática que surge del Código de Quiebras de los Estados 

Unidos18. Por otro lado, la paralización surte efecto hasta que (i) la 

Corte de Quiebra deje sin efecto, parcial o totalmente, dicha 

paralización, (ii) termine el Caso de Quiebra o (iii) se tome alguna otra 

acción en el Caso de Quiebra que tenga el efecto de adjudicar, de 

forma final, la controversia objeto de la paralización19. 

II. 

En el caso ante nuestra consideración, el 30 de marzo de 2021, 

el Gobierno de Puerto Rico, de forma especial y sin someterse a 

nuestra jurisdicción, compareció ante este Tribunal mediante la 

presentación de su alegato. En su escrito, subrayó que el trámite 

apelativo iniciado por el señor Pérez Acevedo se encuentra afectado 

 
14 Marrero Rosado v. Marrero Rosado, 178 DPR 476, 491 (2010); Morales v. Clínica 
Femenina de P.R., 135 DPR 810, 820 (1994). 
15 Marrero Rosado v. Marrero Rosado; supra; Soares v. Brockton Credit Union, 107 

F.3d 969, 975 (1er Cir. 1997). 
16 Lacourt Martínez et al. v. JLBP, 198 DPR 786 (2017), citando a 3 Collier on 

Bankruptcy, sec. 362.03 esc. 6. 
17 Sec. 362(c) del Código de Quiebras de los Estados Unidos, 11 USC sec. 362(c). 
18 48 USC sec. 2161(a); 11 USC secs. 362 y 922. 
19 11 USC sec. 362. 
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por la paralización automática decretada al amparo de las 

disposiciones de la Sección 301 (a) de la Ley PROMESA, supra. Ello 

así, debido a que el proceso apelativo no fue contemplado en la 

modificación de la paralización automática, acordada mediante 

estipulación por Marcaribe, y que fue acogida por la Jueza del 

Tribunal de Distrito para el Distrito de Puerto Rico, Honorable Laura 

Taylor Swain, mediante una Orden emitida el 15 de febrero de 2019, 

en el caso número 17-BK 3283-LTS. 

En particular, el Tribunal de Distrito Federal levantó la 

paralización automática mediante su modificación parcial, a los 

únicos fines de permitir que la acción que presentó la parte apelante 

en el TPI, continuara hasta ser adjudicada mediante dictamen final 

por el foro apelado20. Por ello, el Gobierno de Puerto Rico sostiene que 

este Tribunal carece de jurisdicción para atender la apelación 

presentada por la parte apelante y nos solicita que decretemos 

inmediatamente el archivo administrativo del recurso de apelación, 

puesto que el trámite apelativo se encuentra paralizado por lo 

dispuesto en la Sección 301 (a) de la Ley PROMESA, supra. 

El 5 de abril de 2021, la parte apelante presentó una Moción 

Solicitando Paralización de Todos los Procedimientos, en la que solicita 

paralicemos todos los procedimientos hasta que el Tribunal de 

Distrito Federal resuelva una solicitud que presentó para que 

determine si la estipulación a la que alude el Gobierno de Puerto Rico 

prohíbe la revisión de la Sentencia por este Tribunal. 

A tenor con lo solicitado por la parte apelante y en virtud de la 

Sección 301 (a) de la Ley PROMESA, supra, procede la paralización 

del recurso de epígrafe y el archivo administrativo sin perjuicio. Este 

Tribunal se reserva su jurisdicción para decretar la reapertura y 

continuación de los procedimientos hasta que el Tribunal de Distrito 

Federal para el Distrito de Puerto Rico atienda la petición del 

 
20 Véase el Anejo XIV del Apéndice del Alegato del Estado, págs. 296-301.  
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Apelante, emita su dictamen y la parte interesada nos solicite la 

reapertura y nos certifique que se ha dejado sin efecto la paralización 

automática. 

III. 

Por los fundamentos que anteceden, ordenamos el archivo 

administrativo sin perjuicio del recurso de epígrafe. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


